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A Constitución española, como otras, con-
templa dos tipos de situaciones y derechos: 
hay unas, la inmensa mayoría de las Institu-
ciones que regula, que son legítimas porque 
la Constitución las consagra; deben su exis-
tencia jurídica a la Constitución. Pero hay 

otras que son legítimas en todos los tiempos, antes que 
la Constitución; y por ello nuestra Carta Magna no «otor-
ga» los derechos correspondientes sino que dice que los 
«reconoce»; ahí están las libertades de expresión, de crea-
ción científica y artística, de recibir información, de en-
señanza, de reunión, de asociación, de empresa…, todo 
lo que impide el totalitarismo y la dictadura, que para 
muchos se fundamentan en el Derecho Natural y para 
quienes huyen de la Trascendencia, en algo distinto pero 
equivalente. 

Y dentro de estas situaciones o derechos que la Cons-
titución no otorga sino que reconoce, también las hay 
que no son consecuencia del Derecho Natural ni de un 
sentido jurídico universal, tienen otros orígenes y expli-
caciones, pero su clasificación junto con el Derecho Na-
tural inmodificable tiene el apoyo expreso de la Consti-
tución. Aquí están las referidas a la nación española en 
el comienzo del artículo 2: «La Constitución se funda-
menta en la indisoluble unidad de la nación española, 
patria común e indivisible de todos los españoles…». 

La colocación de la nación española fuera del espacio 
que recibe legitimidad y existencia de la Constitución, 
está reforzada o es doble. La Constitución no se limita a 
decir que «reconoce» a la nación española, sino que en 
este punto va más lejos, porque la nación en nuestra Car-
ta Magna, además de metaconstitucional, de no derivar 
o depender de la Constitución, es su «fundamento», de 
suerte que es la única realidad a la que la Constitución 
se declara tributaria y sometida. 

Por eso cuando la Constitución, entre las institucio-
nes que crea incluye la «reforma constitucional», por 
aplicación del principio «Nemo dat quod nos habet», es-
tablece un sistema mediante el cual puede reformarse 
todo aquello que la Constitución otorgue o establezca; 
pero nunca aquellas otras realidades o derechos que la 
misma Constitución nos advierte expresamente que son 
ajenas a ella, que la preexisten, y que el pueblo soberano 
al actuar como Poder Constituyente y aprobar la Cons-
titución, no ha tenido más remedio que reconocer como 
algo que le trasciende. 

En consecuencia, dado que la libertad de pensamien-
to y de expresión no solo son derechos fundamentales 
sino que figuran entre los reconocidos como previos a la 
Constitución, todos podemos creer y decir que el artícu-
lo 27 es malo y el Estado debería tener derecho a adoc-
trinar a la juventud, o que el artículo 2 es arcaico y la na-
ción española no debería existir o sería mejor que se frag-
mentara.  

Pero si montas o tienes una organización política en-
tre cuyos fines están «actuar» para conseguir un régi-
men político que elimine la libertad de pensamiento, o 
de expresión, o de enseñanza, o de reunión pacífica, o de 
asociación…, es decir, para conseguir la dictadura, aun-

que digas que en última instancia vas a pedir una refor-
ma constitucional y la aprobación del pueblo español, 
ese partido y su actividad no puede gozar del amparo 
constitucional; y por ser anticonstitucional, es ilegal, lo 
diga o no una ley ordinaria del Parlamento. 

Y lo mismo ocurre con todo grupo —es igual a estos 
efectos que sea violento o pacífico— cuyo trabajo vaya 
dirigido a negar la nación española, o a fragmentarla for-
mal o prácticamente, o a menoscabar su carácter como 
patria común e indivisible de todos los españoles, o a 
conferir al pueblo de un territorio las facultades sobera-
nas que son del conjunto de la nación española. 

Eso no significa que creamos que España es una na-
ción de duración eterna; España es muy importante, pero 
contingente; nace como nación realmente con Roma, ha 
sufrido algunos eclipses pasajeros y puede desaparecer 
cualquier día; ya dijimos que no es algo de Derecho Na-
tural. Y vamos a hablar claro: la disolución práctica de 
la nación española como patria común está muy próxi-
ma a conseguirse por un juego combinado de acción de 
la Periferia e inacción del Centro; cabe que mañana se 
concluya y formalice por la audacia de dos Comunida-
des y la pasividad y falta de reflejos de quienes tenemos 
el deber de mantenerla; aunque también cabe que, como 
en bastantes ocasiones anteriores, los secesionistas se 
equivoquen, paguemos todos un altísimo precio, ellos 

también, quizás más que nadie, y las aguas retornen a 
sus cauces. 

Pero en todo caso, triunfen o fracasen esas pretensio-
nes, el proceso no puede ampararse en la Constitución 
ni en las leyes derivadas de esta Constitución. Será un 
proceso «revolucionario». No podemos hacer ascos a las 
revoluciones; todos los regímenes del mundo parten de 
alguna revolución y ruptura de la legalidad previa, san-
grienta o no. Pero hasta que la Revolución triunfe, las au-
toridades y órganos del Estado, cuya legitimidad y po-
der deriva de la Constitución, no pueden consentir esas 
actividades de fin secesionista ni mucho menos permi-
tir que usen las instituciones democráticas; los grupos 
que lo patrocinen tienen que ilegalizarse, incluso antes 
de que el Parlamento dicte una norma que así lo consa-
gre, por aplicación directa de la Constitución. 

Y para impedir que se produzcan «lecturas» que mu-
ten nuestra Carta Magna, en la Reforma constitucional 
que proponemos y que más pronto que tarde habrá que 
acometer si verdaderamente queremos mantener el Ré-
gimen, debe figurar la prohibición expresa de los planes 
contra esas realidades o derechos metaconstitucionales 
y de los grupos que los promuevan. 
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España contra España 

Cuando faltaban pocas jornadas 
para que en la ciudad turca de 
Mersin se designase la sede 
organizadora de los Juegos 
Mediterráneos de 2017 y en los 
felices días posteriores a esa 
fecha, medios de comunicación 
de toda España me preguntaban 
sobre las sensaciones más 
destacadas que se precipitaban 
sobre la Tarragona olímpica 
elegida ciudad organizadora de 
los Juegos. 

Las sensaciones más importan-
tes que percibía en mi ciudad esos 
días eran dos: felicidad inmensa de 
ser olímpicos y orgullo de que Ta-
rragona, por primera vez, represen-
tase internacionalmente a España 
habiendo ganado por méritos pro-
pios la organización de unos Juegos 
Mediterráneos. 

Una Tarragona que en expresión 
del alcalde de la ciudad, Josep Félix 
Ballesteros, representa la Cataluña 
abierta. Una ciudad que hizo coin-
cidir la visita de la Comisión Eva-
luadora del Comité Internacional, 
la fiesta patronal de Santa Tecla y 
la exposición, en el edificio del ayun-
tamiento, de la Copa del Mundo con-
quistada por la selección española 
de fútbol con más de siete mil ciu-
dadanos que la visitaron en cinco 
horas. Una ciudad catalana orgu-
llosa de representar internacional-
mente a España sin complejos. 

Solamente han pasado unos me-
ses desde el regreso triunfal de Mer-
sin y el secretario de Estado para el 
Deporte, Miguel Cardenal, anuncia 
que España tiene dinero para Madrid 
2020, pero no para Tarragona 2017. 
En unos momentos tan determi-
nantes, críticos y complejos  para 
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El fútbol como objeto 
de subasta

Si las burbujas son parte del 
ciclo económico, la del fútbol 
está llegando a su clímax. El 
millón y medio de euros que la 
empresa alemana Sportfive 
pide por la retransmisión del 
partido clasificatorio para el 
Mundial entre España y 
Bielorrusia mantiene su 
emisión en el aire. Por ahora, 
no hay televisión nacional, ni 
pública ni privada, que esté 
dispuesta a pagar semejante 
cantidad, que ya ha bajado 
desde los iniciales tres millo-
nes. Es lo que tiene convertir el 
fútbol en una subasta.

«La colocación de la nación española 
fuera del espacio que recibe legitimidad 
y existencia de la Constitución está 
reforzada o es doble»
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